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Bogotá D.C. 
 
Doctor 
HÉCTOR MIGUEL GONZÁLEZ LOZANO 
Subdirector de Control y Calidad Ambiental  
Corporación Autónoma Regional de la Orinoquia -CORPORINOQUIA 
CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DEL CESAR 
atencionusuarios@corporinoquia.gov.co   
 
Asunto: Respuesta a radicado ANM No. 20221001838422 ± Inexistencia de poder de veto de los municipios 
frente al desarrollo de actividades mineras en sus jurisdicciones 
 
Reciba un cordial saludo. 
 
Respecto a su solicitud, me permito dar respuesta en los siguientes términos, precisando que el presente con-
cepto es emitido en los términos establecidos en el artículo 28 de la Ley 1755 de 2015, razón por la cual carece 
de efectos vinculantes, previo a las siguientes consideraciones: 
 

De la prohibición de vetar las actividades de exploración y explotación del subsuelo y de recur-
sos naturales no renovables, por parte de las Entidades Territoriales 

 
La Honorable Corte Constitucional en la Sentencia de Unificación, SU-095 de 20181, expone que se conjetura 
³,QH[LVWHQFLD�GH�XQ�SRGHU�GH�YHWR�GH�ODV�HQWLGDGHV�WHUULWRULDOHV�SDUD�OD�H[SORUDFLyQ�\�H[SORWDFLyQ�GHO�
subsuelo y de recursos naturales no renovables. De acuerdo con los postulados constitucionales que prevén 
la explotación del subsuelo y los RNNR, su propiedad en cabeza del Estado y las competencias de las entidades 
territoriales y de la nación ±gobierno nacional central- sobre el suelo, el ordenamiento territorial, el subsuelo y 
los RNNR, las entidades territoriales no pueden prohibir el desarrollo de actividades y operaciones para tales 
ILQHV�HQ�VX�MXULVGLFFLyQ�´ 
 
'H�OR�DQWHULRU��OD�&RUWH�GHWHUPLQy�TXH�³Ni la nación (nivel nacional o central) ni las entidades territoriales tienen 
competencias absolutas en materia de explotación del subsuelo y de los RNNR; así, las entidades territoriales 
no cuentan con competencia absoluta sobre los recursos del subsuelo, ni tampoco poder de veto 
respecto a la realización de actividades para la explotación del subsuelo y de RNNR, de acuerdo con una 
OHFWXUD�H�LQWHUSUHWDFLyQ�VLVWHPiWLFD�GH�OD�&RQVWLWXFLyQ�´  (Subrayado fuera del texto), y que para dirimir dicha 
tensión entre diferentes órdenes territoriales, debe darse aplicación al artículo 288 constitucional que define los 
principios de coordinación y concurrencia para estos casos. Al respecto la Corte precisó: 
 
³OD�6DOD�FRQVLGHUD�UHOHYDQWH�LQGLFDU�TXH�GH�DFXHUGR�FRQ�OD�QRUPDWLYD�FRQVWLWXFLRQDO�\�Oa jurisprudencia todas 
aquellas actividades que se desarrollen con el fin de explorar y explotar el subsuelo y los RNNR, deben respetar, 
garantizar y proteger los postulados constitucionales de participación ciudadana y de coordinación y 
concurrencia nación territorio��HQ�HO�PDUFR�GHO�(VWDGR�XQLWDULR�\�OD�DXWRQRPtD�WHUULWRULDO�´ 
 
Lo anterior obedece a que, según desglosa la Sala Plena de la Corte, se deben proteger los principios de 
democracia participativa, Estado unitario y autonomía territorial y para ello analizará el cumplimiento actual de 
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tales postulados por el ordenamiento jurídico para identificar si se cumple con los postulados constitucionales 
y, como consecuencia, tomar las medidas pertinentes.  
 
De tal manera, y de acuerdo a lo manifestado por la Sala Plena de la Corte Constitucional mediante la Sentencia 
de Unificación mencionada, las entidades territoriales no cuentan con competencia absoluta para vetar las 
actividades para la explotación del subsuelo ni de los Recursos Naturales No Renovables y que para ello se 
deberá aplicar los principios de coordinación y concurrencia, dado que la propiedad, beneficio y 
aprovechamiento, recae, constitucionalmente, en cabeza del Estado, tanto que en la misma sentencia, la Corte 
resolvió: 
 
³2&7$92�- INSTAR a los alcaldes de los municipios del país para que en el marco de sus competencias de 
ordenamiento territorial tengan en cuenta los principios de coordinación y concurrencia con las 
autoridades nacionales. 
 
Así mismo, el pasado 17 de septiembre de 2020, la Sala Plena de la Honorable Corte Constitucional profirió la 
Sentencia SU-411 mediante la cual reiteró su postura respecto a la necesidad de garantizar decisiones 
ponderadas que no anulen el principio del Estado unitario, cuando en el ejercicio de competencias territoriales 
confluyan competencias de índole nacional.  
 
En la Sentencia de Unificación en cita, el máximo Tribunal estudió la procedencia de determinar mediante 
consulta popular en el Municipio de Cogua - Cundinamarca, la ampliación del polígono denominado ³=RQD�
0LQHUD�SDUD�([WUDFFLyQ�GH�0DWHULDOHV´��En virtud de ello, la Honorable Corte Constitucional desarrolló su tesis 
con fundamento en la violación directa de la Constitución Política y el desconocimiento de los precedentes 
constitucionales ampliamente analizados por el máximo Tribunal Constitucional. 
 
En esta Sentencia de Unificación, la Corte abarca nuevamente el conflicto generado entre la aplicación de 
principios de concurrencia, coordinación y subsidiariedad para dirimir tensiones entre el principio unitario y de 
autonomía territorial. Si bien es cierto que en amplia jurisprudencia se ha desarrollado el tema, la Corte advierte 
la necesidad de desarrollar su tesis de manera que, a la luz del ordenamiento jurídico no se posterguen 
conflictos de dicha índole, ni haya lugar a dudas de cuál es la interpretación y postura de quien ostenta la 
salvaguarda de la Constitucional Política. 
 
En consecuencia, de conformidad con los pronunciamientos de unificación previamente referidos, las adminis-
traciones municipales pueden prohibir o ejercer veto a las actividades de exploración y explotación minera en 
su jurisdicción. 
 
Explicado lo anterior, procedo a dar respuesta a sus inquietudes: 
 

³�«��QRV�SHUPLWLPRV�VROLFLWDU�GH�PDQHUD�UHVSHWXRVD�FRQFHSWR�jurídico en relación con la competencia 
que tienen las autoridades locales para prohibir el desarrollo de actividades mineras mediante instru-
PHQWRV�GH�RUGHQDPLHQWR�WHUULWRULDO�´ 

 
Teniendo en cuenta lo detallado a lo largo del presente documento, la Sala Plena de la Honorable Corte Cons-
titucional, en las sentencias de unificación antes relacionadas, de manera clara KD�FRQFOXLGR�TXH�³�«��ODV�HQ�
tidades territoriales no cuentan con competencia absoluta sobre los recursos del subsuelo, ni tampoco 
poder de veto UHVSHFWR�D�OD�UHDOL]DFLyQ�GH�DFWLYLGDGHV�SDUD�OD�H[SORWDFLyQ�GHO�VXEVXHOR�\�GH�5115´. De 
tal manera, los municipios, por medio de sus secretarías u oficinas de planeación, no pueden prohibir, de ma-
nera unilateral, la actividad minera. 
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En consecuencia, de acuerdo a las sentencias proferidas por el Alto Tribunal de lo Constitucional, no existe el 
poder de veto de los municipios a dicha actividad económica, y, por ende, los certificados o actos administrativos 
que llegare a expedir prohibiendo la actividad minera, van en contra de los pronunciamientos de dicha Corpo-
ración y de la normativa vigente aplicable para el caso en particular. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
JUAN ANTONIO ARAUJO ARMERO 
Jefe de la Oficina Asesora Jurídica 
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